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El proyecto de Ley Orgánica de Educación  
Superior presentado por el Ejecutivo a la 
Asamblea Nacional ha colocado el tema de la  
autonomía universitaria en el centro del debate público.  
La autonomía universitaria ha sido, sin duda,  
una de las más importantes reivindica- 
ciones históricas de la comunidad  
académica que data desde el  
nacimiento de la Universidad como  
espacio del conocimiento y del saber.  
No es por tanto, un tema nuevo.  
Sin embargo, como todo concepto,  
sus implicaciones son un producto  
histórico, fruto de las condiciones  
de la vida social en las que emerge  
y se desarrolla.

En las condiciones históricas de  
la sociedad ecuatoriana actual,  
cabe preguntarse, ¿qué autonomía  
requiere la Universidad ecuatoriana  
para cumplir adecuadamente su rol  
en la construcción del Buen Vivir 
de los ecuatorianos y  
ecuatorianas? 

El desajuste entre oferta y demanda en el mercado pro-
fesional es de carácter estructural. Expresa la contradic-
ción entre las “expectativas excesivas” derivadas de la 
importancia de la formación técnico-profesional sobre 
la formación humanística, un debate que se remonta 
al siglo XIX, con la escasa capacidad del aparato pro-
ductivo nacional para absorber dicha fuerza de trabajo 
salida de las universidades.

En una economía capitalista, el desajuste entre oferta 
y demanda de bienes y servicios es permanente. Qué 
y cuánto producir no se puede determinar a priori. El 
ajuste se produce a posteriori en base a las señales del 
mercado. Lo mismo sucede con la oferta y la demanda 
de profesionales, con la diferencia de que mientras en el 
caso de los bienes y servicios se puede ajustar la oferta 
y la demanda en plazos cortos de acuerdo a la dura-
ción del ciclo productivo, en el mercado profesional el 
ajuste no puede hacerse inmediatamente, pues, entre la 
expectativas de trabajo y el descubrimiento en el mer-
cado de la demanda efectiva media el lapso de forma-
ción profesional que no es menor a 5 años. En la medida 
que el sistema no ofrece otras alternativas de movilidad 
social al título universitario, el desajuste oferta-demanda 
de profesionales se torna crónico, en sociedades tales 
como Ecuador, Alemania o Estados Unidos. 

Si bien el desajuste entre oferta y demanda de profe-
sionales universitarios es un problema estructural y 
crónico, y su solución requiere de transformaciones 
sociales profundas, ello no es una justificación para elu-
dir la necesidad y urgencia de introducir cambios insti-
tucionales urgentes en las universidades ecuatorianas. 
Pero en nada contribuye a este propósito el endosar el 
desempleo de profesionales a la Universidad. Más que 
un argumento serio a favor de la transformación univer-
sitaria se ha convertido en un recurso demagógico para 
promover la aceptación del anteproyecto de Ley oficial.

Que la debilidad de la investigación 
científica y tecnológica es un 
problema derivado de la ineficiente 
gestión de las universidades y su 
orientación profesionalizante.

La debilidad del sistema de ciencia y tecnología nacional 
(no solo universitario), así como el divorcio entre éste y el 
sector productivo, se deriva de la dependencia estructu-
ral de la economía ecuatoriana y del lugar subordinado 
que ocupa en la división internacional del trabajo.Insistir 
en el modelo primario exportador significa renunciar a la 

construcción de un sistema nacional de ciencia y tecnolo-
gía; y representa sustituir la creación de capacidad indus-
trial propia por la operación en el país de empresas trans-
nacionales, públicas y privadas. Para operar empresas 
transnacionales ubicadas en los sectores estratégicos de 
los hidrocarburos, la minería o los productos bioderiva-
dos se requiere de una educación que es cualquier cosa, 
menos promovedora del desarrollo de pensamiento crí-
tico. En ese contexto, la educación para el desarrollo de 
las capacidades y la producción nacional cede terreno a 
la educación para la administración de los negocios trans-
nacionales o la educación por competencias.

Que con la aprobación y vigencia de 
la Ley elaborada por la Secretaría 
Nacional de Planificación y Desarrollo 
(SENPLADES) desaparecerá el drama de 
la falta de oportunidades, el subempleo 
y el desempleo de profesionales.

Se afirma que los graduados encontrarán trabajo al 
finalizar sus carreras; regirá la equidad y la igualdad de 
oportunidades para acceder a la educación superior 
(meta inalcanzable en el orden social actual, a pesar de 
la supresión del examen de ingreso y la “gratuidad” de 
la enseñanza universitaria); los más pobres, además de 
la igualdad de oportunidades, tendrán acceso a becas, 
libros, computadoras, etc.; los estudiantes y egresados 
podrán moverse libremente entre la universidades del 
país y el exterior; etc., etc. Falsas expectativas, pues 
ajustar la oferta de carreras y el número de profesiona-
les –si pudiera hacerse– a la demanda derivada del Plan 
Nacional de Desarrollo, significará mayor desempleo 
juvenil y profesional. 

La forma como se ha conducido el debate sobre la 
Ley de Educación Superior amenaza con anular otra 
iniciativa o propuesta de interés presentada desde el 
Gobierno: la necesaria y urgente reforma universita-
ria. El debate ha contribuido a desprestigiar aún más 
al sistema de educación superior, antes que a crear 
condiciones favorables para que los sectores que 
promueven el cambio al interior de las universidades 
se fortalezcan, pues, como lo reconoció el propio 
presidente Rafael Correa, en su discurso por el 50 
aniversario de la FLACSO (2008), los espacios acadé-
micos… “Son espacios de disputa ideológica en pos 
de construir hegemonía de unos intereses sobre 
otros, de unas visiones del mundo sobre otras”. 

Ana María Larrea

Ana María Larrea— 
Antropóloga. 
Subsecretaria 
SENPLADES

Autonomía
universitaria y 
sociedad de mercado
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La autonomía es un concepto relacional, 
que establece unas libertades frente a los 
poderes establecidos. Es necesario entonces 
preguntarse, ¿frente a qué poderes es nece-
saria la autonomía universitaria en el mundo 
contemporáneo?

En el presente artículo analizaré la trayecto-
ria que ha tenido históricamente la autonomía 
universitaria, los cambios que ha vivido el sis-
tema de educación superior en el Ecuador y 
América Latina y las implicaciones que tiene 
la autonomía, como concepto clave para la 
producción de conocimiento en los centros 
universitarios. A partir de esta reflexión desa-
rrollaré los objetivos fundamentales que persi-
gue el proyecto de Ley Orgánica de Educación 
Superior del Gobierno nacional.

La autonomía universitaria

En la historia de Occidente, las primeras universida-
des aparecen en la Edad Media, en el siglo XIII. En las 
colonias españolas americanas, estas instituciones 
se crean en el siglo XVI (en Santo Domingo, Perú y 
México), como parte del proceso de colonización.

El principio de la autonomía moderna fue formulado 
en el siglo XVIII por Kant, en su obra El conflicto de las 
facultades (1798), que constituye una respuesta a la 
censura de enseñar la teoría contenida en su libro La 
religión dentro de los límites de la mera razón (1793). 
Se acusaba a Kant de sobrepasar los límites de la 
Filosofía al tratar asuntos religiosos. En el marco de 
este conflicto, Kant sostiene que la autonomía de la 
Universidad es una obligación ética del gobernante; 
para poder alcanzarla, Kant plantea un pacto entre la 

comunidad académica y la comunidad 
civil, que exige una forma de gobierno, 

que para el filósofo es la República.

La lucha por la autonomía universitaria ha estado 
signada por distintos planteamientos a lo largo de 
la historia. En un primer momento, se trataba de 
una lucha por la búsqueda de la verdad en contra 
del poder hegemónico de la Iglesia y respondía a 
la necesidad de liberar el proceso científico para la 
producción de conocimiento de los preceptos reli-
giosos y del oscurantismo imperantes en la época. 
La lucha por la autonomía universitaria, en ese con-
texto, tuvo como fuente importante la Ilustración. Un 
segundo momento clave para la construcción de la 
autonomía universitaria constituyó la lucha contra la 
injerencia del poder del Estado en los ámbitos aca-
démicos. En América Latina, este proceso se vivió en 
el siglo pasado, frente a las dictaduras militares que 
azotaron el continente.

Con la revolución industrial y la expansión mun-
dial del capitalismo, las universidades adquieren un 
nuevo rol en el contexto mundial. El desarrollo de 
nuevos campos del conocimiento, desplaza a las 
tradicionales áreas del saber. La investigación cientí-
fico - tecnológica se transforma en una pieza funda-
mental para el desarrollo y la expansión del modelo 
vigente de acumulación del capital. Se empieza a 
ahondar progresivamente la brecha científico-tecno-
lógica entre el norte y el sur.

La revolución científica tecnológica y el proceso de 
acumulación del capital en su forma global gene-
raron una enorme presión por parte de las empre-
sas hacia los centros de educación superior para 
desarrollar investigaciones puntuales con rápidos  
resultados, para que las industrias puedan competir 
en el mercado global. Las universidades entran en 
este proceso perdiendo su capacidad de determina-
ción sobre los temas fundamentales para la investi-
gación, los que estarán dados por las necesidades 
del mercado mundial (Netto Machado y Méndez, 
s/f).

De este modo, se ha ido configurando un “mercado 
internacional de la educación”, signado por los inte-
reses del capital, que provocó la sustitución de la 
“universidad cultural” de los humanistas, por la “uni-
versidad empresarial” de los “managers” (Ibid.).

En este contexto, el concepto de autonomía univer-
sitaria cobra nuevas dimensiones, por la necesidad 
de preservar el campo del conocimiento de los inte-
reses del mercado e impulsar un proceso de gene-
ración de pensamiento y conocimiento en beneficio 
de los pueblos.

El concepto de autonomía busca preservar el campo 
de producción de conocimiento de cualquier tipo de 
poder que pretenda cooptarlo para sus intereses. En 
el mundo actual, el poder del mercado, menos con-
centrado y más difícil de ser identificado, se volvió 
imperante sobre la producción científico tecnoló-
gica, convirtiendo a las universidades en prestadoras 
de servicios para el capital transnacional.

El proyecto de ley que actualmente se debate en la 
Asamblea Nacional parte de la definición del princi-
pio de autonomía universitaria, en las cuatro dimen-
siones establecidas en la Constitución de la Repú-
blica: autonomía académica, administrativa, finan-
ciera y orgánica.

El proyecto garantiza la libertad de cátedra, la liber-
tad académica, suficientes recursos económicos 
transferidos automáticamente para que las univer-
sidades puedan desarrollarse sin inconvenientes, así 
como libertad para nombrar a sus colaboradores, 
elegir a sus autoridades y establecer sus órganos de 
gobierno.

La Constitución de la República establece el princi-
pio de autonomía responsable para las universida-
des y escuelas politécnicas. De ahí que las libertades 

enumeradas anteriormente deban ejercerse con 
responsabilidad. Los centros de educación superior, 
al ser parte de una sociedad, se deben a ella, lo que 
genera una serie de responsabilidades sociales, la 
más importante, es el deber de las universidades 
y escuelas politécnicas de rendir cuentas, no sola-
mente de los recursos económicos que manejan, 
sino y sobre todo, de los resultados que generan. 

La Conferencia Regional sobre Educación Superior, 
realizada en Colombia en 2008, puede ser conside-
rada como un espacio que puso freno a las políti-
cas neoliberales imperantes en el mundo hacia la 
educación superior. En efecto, en este encuentro se 
declara a la educación superior como un bien público 
social y una obligación del Estado; oponiéndose radi-
calmente a las concepciones que la veían como un 
servicio o una mercancía. Esta declaración fue ratifi-

cada en la Conferencia 
Mundial de Educación 
Superior realizada en 
Francia en 2009.

 
El rol del Estado

Al ser la educación superior un bien público, el 
Estado tiene la obligación de velar por su calidad y 
garantizar el acceso de la población a ella. La res-
ponsabilidad de los centros de educación superior, 
es sobre todo una responsabilidad con su sociedad 

Kant sostiene que la autonomía de la Universidad es una obligación 
ética del gobernante; para poder alcanzarla, Kant plantea un pacto 
entre la comunidad académica y la comunidad civil.

Se ha ido configurando un “mercado internacional de la educación”, signado 
por los intereses del capital, que provocó la sustitución de la “universidad cul-
tural” de los humanistas, por la “universidad empresarial” de los “managers”. 
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y su tiempo.

En el Ecuador, el Estado no ha cumplido con su rol 
frente a la Educación Superior. Bajo una falsa con-
cepción de autonomía, que pretendía que el sistema 
se autoregulaba, el Estado ecuatoriano dejó aban-
donada a la educación superior a su propia suerte. 
No se generaron políticas de promoción y apoyo al 
sistema y se permitió la proliferación de una serie 
de universidades sin las mínimas condiciones para 
transmitir conocimiento, menos aún para generar 
nuevos conocimientos. El rol del Estado se limitó 
a la transferencia de recursos para las institucio-
nes del sistema de educación superior, sin rendi-
ción de cuentas y sin una verdadera evaluación de 
resultados.

En el mundo actual, tan solo 5 países de los que se 
cuenta con información, no tienen un organismo de 
la función ejecutiva a cargo de promover el sistema 
de educación superior. Ecuador es uno de estos paí-
ses. Justamente, aquellos países cuya institucionali-
dad pública ha dejado abandonada a la educación 
superior, son los que tienen los más bajos resultados 
en términos de calidad.

Es necesario por tanto, contar con un organismo 
dentro de la función ejecutiva que a través de la 
política pública, promueva y apoye los procesos 
de generación de nuevos conocimientos. De ahí la 
importancia que tiene, en el proyecto de Ley Orgá-
nica de Educación Superior, la creación de la Secre-
taría Nacional de Educación Superior, Ciencia y 
Tecnología. No se trata, de ninguna manera, de una 
violación a la autonomía universitaria; sostenerlo es 
igual a decir que en casi ningún país del mundo se 
respeta la autonomía, dado que casi todos los países 
cuentan con instituciones del Ejecutivo para apoyar 
al sistema. Se trata, sobre todo, de asegurar un sis-
tema de educación superior articulado, coherente 

con las necesidades del país y que ofrezca a las y los 
estudiantes una educación de calidad.

La Constitución de la República del Ecuador, en su 
artículo 351, establece que la Ley de Educación 
Superior creará los mecanismos de coordinación del 
sistema con la función ejecutiva. La creación de la 
Secretaría Nacional de Educación Superior, Ciencia y 
Tecnología, obedece a este mandato constitucional.

Si bien es necesario recuperar el rol del Estado hacia 
la educación superior, la autonomía que gozan las 
universidades y escuelas politécnicas genera carac-
terísticas particulares a las facultades del Estado 
hacia el sistema de educación superior. Se trata 
entonces de generar política pública desde los pro-
pios actores del sistema, con una participación activa 
del Ejecutivo. De ahí la importancia de contar con un 
cuerpo colegiado mixto, con participación mayorita-
ria de las instituciones académicas y con una partici-
pación importante de los organismos rectores de la 
política pública que guardan relación con la educa-
ción superior. La propuesta de ley que actualmente 
se debate en la Asamblea Nacional crea el Consejo 
de Educación Superior, organismo que según esta-
blece la Constitución de la República se encarga de 
la planificación, regulación, coordinación interna del 
sistema y articulación con la función ejecutiva.

En el Ecuador, el Consejo de Educación Superior ha 
tenido una conformación corporativista, con la par-
ticipación de los actores del sistema, los gremios, 
representantes de las cámaras de la producción 
y representantes gubernamentales. Dado que la 
nueva Constitución de la República, expresamente 
prohíbe que los entes regulados sean parte de los 
organismos de regulación, el proyecto de ley pre-
sentado a la Asamblea Nacional, cambia el antiguo 
tipo de representación por un esquema de carácter 
meritocrático. Los representantes del sistema de 

educación superior ante el Consejo deberán ser los 
mejores académicos, elegidos a través de un con-
curso público de oposición y merecimientos. Para 
ser candidatizados, deberán cumplir con los requi-
sitos que la ley establece para ocupar el cargo de 
Rector de una institución de educación superior.

En la organización del concurso público, el ejecutivo 
no tiene ninguna injerencia. Se trata de un concurso 
organizado por el Directorio de la Asamblea de la 
Universidad Ecuatoriana, conformado por 9 rectores, 
elegidos democráticamente en la Asamblea.

Gran parte de los Rectores Universitarios han cues-
tionado esta conformación del Consejo, argumen-
tando que quienes representan al sistema son los 
propios rectores. Este argumento cae por su propio 
peso, pues va en contra de la construcción de una 
comunidad académica, fundamento básico para la 
vida universitaria.

La antigua composición del organismo de planifica-
ción y regulación del sistema (actual CONESUP) ha 
mostrado sus enormes limitaciones; basta ver los 
pobres resultados del sistema reflejados en los infor-
mes presentados por el propio CONESUP y por el 
CONEA a la Asamblea Nacional.

El actual CONESUP no ha regulado al sistema de 
educación superior, permitió la proliferación de ins-
tituciones que están muy lejos de ser llamadas Uni-
versidades, tardó 9 años en promulgar el Reglamento 
de Régimen Académico, vital para el funcionamiento 
de las instituciones de educación superior y fue el 
protagonista de uno de los casos más oprobiosos en 
la historia de la Universidad ecuatoriana, al permitir 
que la Universidad Cooperativa de Colombia siguiera 
dentro del sistema. El 5 de enero de 2007 el CONE-
SUP resolvió levantar la intervención a la Universidad 
Cooperativa de Colombia del Ecuador. Veinte días más 
tarde, el 25 de enero de 2007, el CONESUP nombró 
al señor Milton Altamirano Escobar, Rector de la Uni-
versidad Cooperativa de Colombia, Presidente de la 
Comisión Jurídica del CONESUP (http://www.conesup.
net/sesion04-2007.php). Estas son las consecuen-
cias de que los regulados sean miembros del ente 
regulador. Muy difícilmente el CONESUP iba a tomar 

alguna decisión respecto a la Universidad Cooperativa 
de Colombia, pues el rector de esta universidad era 
parte del pleno del CONESUP. Por eso, fue la Asamblea 
Constituyente quien tuvo que intervenir para poner fin 
a este tipo de Universidad que había convertido a los 
títulos universitarios en una mercancía.

El propio CONESUP reconoce en su Informe sobre la 
Universidad ecuatoriana:

“El modelo que la universidad ecuatoriana ha 
venido configurando en los últimos 40 años arroja 
como resultado una autarquía extrema, hacia el 
interior de cada institución y una anarquía de con-
junto hacia el exterior. De manera que, el modelo 
funcionalista y profesionalizante no ha sido eficaz 
al desarrollo estructural del país, donde encontra-
mos serios desajustes como la existencia de un 
desempleo profesional alto, o una falta de cohe-
rencia de los empleos con la formación recibida.  
 
El desarrollo endógeno o autarquía extrema se 
traduce al final de cuentas como un abuso de la 
“autonomía” o excesiva libertad sobre todo para 
crear carreras, extensiones y postgrados sin los 
estudios de demanda que los justifiquen (anar-
quía de conjunto) y sin la capacidad inherente 
que la nueva oferta académica requiere. De allí, la 
improvisación del proceso y la falta de calidad del 
resultado, es decir la falta de una formación de 
egresados y graduados que no saben responder 
a los requerimientos de desempeño profesional 
ni a las dificultades de una economía de mercado 
cada vez más competitiva” (CONESUP, 2009).

En términos de calidad, los resultados son desalen-
tadores, el CONEA en su informe establece que 26 
Universidades no cumplen con los requisitos para 
ser centros de educación superior. Es un dato alar-
mante. Estamos hablando del 36% de las Universida-
des existentes en el país.

El informe del CONESUP coincide con el diagnóstico, 
el conjunto de las universidades alcanzan una califi-
cación académica de 5,7/10. En investigación 2,6/10. 
Datos que demuestran que la Universidad ecuato-
riana reprobó su examen académico.

Los centros de educación superior, al ser parte de una sociedad, se deben 
a ella, lo que genera una serie de responsabilidades sociales, la más 
importante, es el deber de las universidades y escuelas politécnicas de rendir 
cuentas, no solamente de los recursos económicos que manejan, sino y sobre 
todo, de los resultados que generan.
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una relación 
de coordinaciónEcuador es el país de América del Sur con menor 

número de investigadores por cada millón de habi-
tantes. Las diferencias son abismales, mientras el 
Ecuador cuenta con 50 investigadores por cada 
millón de habitantes, Argentina cuenta con 720 y en 
Canadá 3.597.

Una de los objetivos fundamentales con la nueva Ley 
de Educación Superior es elevar la calidad de la edu-
cación, asociada a la universalización en el acceso a 
los centros del saber. Esta concepción significa tam-
bién una ruptura frente a aquellas visiones elitistas 
de la educación superior que restringían su acceso a 
los grupos dirigentes. Hay que recordar que el Ecua-
dor es el país de América Latina con menor porcen-
taje de población estudiantil. Tan solo el 17% de los 
jóvenes en edad de asistir a la Universidad están en 
ella. En Cuba, este porcentaje es del 69%.

Autonomía y Cogobierno

Para concluir esta reflexión, no se puede dejar de 
hablar del cogobierno como principio contraparte de 
la autonomía. La autonomía de las universidades y 
escuelas politécnicas implica que la toma de deci-
siones académicas debe ser llevada adelante por la 
propia comunidad académica. Sin embargo, las insti-
tuciones particulares que se oponen al proyecto de 
ley de educación superior, defienden la autonomía 
sin cogobierno. ¿Qué implica esta posición? Implica 
que la autonomía es restringida a un pequeño grupo 
de personas, generalmente aquellos que han “inver-
tido” en la iniciativa; implica una visión poco demo-
crática de la vida universitaria, que no considera la 
alternabilidad, ni a los distintos actores de la comu-
nidad académica como sujetos de su propio destino. 
En el Ecuador, muchas autoridades de las universi-
dades se han convertido en gerentes propietarios de 

las instituciones. El 36% de los rectores universitarios 
en el país han estado en su cargo más de 10 años, 
lo que da cuenta de la baja capacidad de renovación 
del sistema. Sin cogobierno, la autonomía es una 
entelequia, que persigue la concentración del poder 
dentro de los recintos universitarios.

En síntesis …

El debate alrededor de la nueva Ley de Educación 
Superior ha develado dos formas distintas de con-
cebir la educación superior. Quienes se oponen 
a la ley defienden una universidad articulada a 
los intereses del mercado, que a través de la ley 
de la oferta y la demanda determina qué carreras 
se deben crear, sean estas necesarias o no para el 
desarrollo del país. El Gobierno Nacional defiende 
una universidad autónoma, ligada al desarrollo 
y a las necesidades de los ecuatorianos. 

Está en disputa la construcción de una educación 
superior de calidad, frente al mantenimiento de 
uno de los peores sistemas de educación superior 
de América Latina. Solamente transformando la edu-
cación del país podremos hablar de una verdadera 
revolución ciudadana. 
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El Gobierno Nacional defiende una universidad autónoma, ligada al 
desarrollo y a las necesidades de los ecuatorianos. Está en disputa la 
construcción de una educación superior de calidad, frente al mantenimiento 
de uno de los peores sistemas de educación superior de América Latina.

La nueva Constitución le otorga al país un nuevo marco de organización política 
e institucional radicalmente diferente al anterior, en muchos importantes aspectos. 
Con ella, el Estado social de derecho es superado por el Estado constitucional de 
derechos y de justicia que, en lo sustancial, se caracteriza por reconocer y garantizar 
constitucionalmente un nuevo y amplio conjunto de derechos fundamentales – indivi-
duales, sociales y de la naturaleza - así como por compartir el ejercicio del poder con 
la ciudadanía, mediante un conjunto de novedosos mecanismos de participación y la 
instauración de una quinta función, la de Transparencia y Control Social.

Ante la apertura del debate legislativo y público sobre la nueva Ley Orgánica de Educa-
ción Superior, que debe dictarse próximamente por mandato constitucional, conviene 
plantear algunas breves reflexiones sobre el Informe de Mayoría de la Comisión de 
Educación, Cultura y Ciencia y Tecnología de la Asamblea Nacional y, específicamente, 
sobre la nueva estructura orgánica que sugiere para el sistema de educación superior. 

La nueva Constitución y la educación superior

La Constitución de Montecristi regula la educación superior dentro del Título VII, refe-
rente al régimen del Buen Vivir y como parte del desarrollo normativo e institucional 
correspondiente al Capítulo Primero, que trata sobre la inclusión y equidad, desta-
cando, de esta manera, la importancia social que tiene la educación en general y la 
educación superior, de manera específica. 

Por otro lado, los art. 350 al 357 establecen las bases conceptuales y normativas que 
rigen la educación superior. El art. 350, señala las finalidades del sistema de educación 
superior, recalcando que la formación académica y profesional debe tener visión cien-
tífica y humanista y debe perseguir la investigación científica y tecnológica, conclu-
yendo que también son finalidades del sistema de educación superior la construcción 
de soluciones para los problemas del país, en relación con los objetivos del régimen 
de desarrollo.U
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